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LOS NUEVOS MARCOS 
CONSTITUCIONALES1

y jurídicos de América Latina y la gestión 
comunitaria del agua

Los cambios de la década de los 90 en América 
Latina

A finales de los años 80, y sobre todo en los años 90, mu-
chos países de América Latina emprendieron procesos 
de construcción de nuevas constituciones: Nicaragua en 
1987, Brasil en 1988, Colombia en 1991, Paraguay en 
1992, Perú en 1993, Argentina en 1994,  Ecuador en 
1998 y 2008, Venezuela en 1999 y Bolivia en 2009.  

Otros países de la región promovieron procesos de re-
formas constitucionales: Consta Rica 1989, México en 
1992, Argentina 1994,  Uruguay en 2004. 

1 El presente ensayo, cuyo título original es “Gestión comunitaria del 
agua en América Latina: fortalezas y  debilidades de un sistema que 
asegura el acceso al agua a millones de personas”, fue publicado en el 
marco del “Foro de los Recursos Hídricos de Pichincha” (Ecuador).  
Para su mejor difusión, hemos dividido el ensayo original en las tres 
partes que lo constituyen. 

Puede ser una simple casualidad histórica, pero en el pe-
ríodo comprendido entre mediados de la década de los 
80 y la década de los 90 es cuando América Latina vive 
el auge de las políticas de ajuste estructural, más cono-
cidas como políticas neoliberales, uno de cuyos compo-
nentes fundamentales era contar con marcos jurídicos 
que permitieran su desarrollo y consolidación. 

No se cuenta con un estudio comparativo de las cons-
tituciones latinoamericanas, pero es evidente que una 
buena parte de ellas no lograron superar las viejas pro-
puestas económicas y políticas de los partidos políticos 
tradicionales. Otras, sin lograr rupturas estructurales,  
lograron introducir modificaciones que incluyeron de-
rechos importantes, sin cambiar los modelos de acumu-
lación. 

Por ejemplo, la Constitución ecuatoriana de 1998, in-
cluyó importantes reivindicaciones de grupos sociales 
como las mujeres e indígenas, así como reconoció una 
serie de derechos civiles; sin embargo, reforzó las bases 
para la consolidación del modelo económico neoliberal 
que se venía impulsando desde mediados de la década 
de los 80.

Una mención especial merece el caso de Nicaragua: su 
Constitución fue promulgada por el gobierno Sandinista 
en 1987, ocho años después del triunfo de la revolución 
de julio de 1979. Como resultado de la oposición arma-
da, organizada por los Estados Unidos, y los propios 
errores del Frente Sandinista, éste fue derrotado en las 
elecciones de 1990. Los gobiernos sucesivos realizaron 
reformas en el año 90, 95, 2000, 2004 y 2005, sobre la 
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base de la Constitución de 1987. En el año 2006 el 
Frente Sandinista volvió al poder, tras más de 15 
años, y se realizó una nueva reforma a la Constitu-
ción en el año 2007.

Tras tantos procesos de reforma a la Constitución 
de 1987, la actual tiene solo vestigios de la origi-
nal y es un reflejo de las negociaciones del Frente 
Sandinista con grupos económicos  y políticos en 
el marco de los nuevos contextos de la democra-
cia nicaragüense.  A mi juicio, esta Constitución, en 
cuanto al tema agua, se ve ampliamente superada 
por los nuevos marcos jurídicos impulsados a partir 
del 2006.

¿Qué ha hecho posible que en algunos países –
particularmente en Bolivia, Ecuador y Nicaragua– 
los procesos constituyentes o de formulación de 
leyes hayan sido más radicales en torno al agua? A 
nuestro criterio son cuatro los factores más impor-
tantes: la crisis de la deuda externa y las políticas 
neoliberales, el fracaso de las políticas de ajuste es-
tructural, la consolidación de nuevos movimientos 
sociales y la llegada al poder de gobiernos progre-
sistas. 

De la crisis de la deuda externa a las políticas 
neoliberales

En la década de los 70 la deuda externa latinoame-
ricana creció de manera desmedida gracias a que los 
créditos fueron otorgados por los organismos mul-
tilaterales prácticamente a tasas negativas. La deuda 
externa de América Latina pasó de 28 mil millones 
de dólares en 1970 a 330 mil millones en 1982.

Pero, la década de los 80 fue distinta. La emisión in-
controlada incrementó las tasas de inflación de los 
países industrializados y los Estados Unidos subió 
unilateralmente las tasas de interés. 

Todos los países de Latinoamérica contrataron sus 
créditos a tasas variables. Por tanto, el incremento 
de los intereses los condenó a una pesada carga, de 
la que muchos aún no logran librarse.

«En 1980, Estados Unidos, haciendo frente a su 
propio problema de inflación, impulsó aumentos 
de la tasa de interés que llegaron a superar el 20%.  
Estos tipos de interés repercutieron sobre los cré-
ditos a Latinoamérica, provocando la crisis de la 
deuda latinoamericana de principios de la década 

Ex presidentes César Gaviria de Colombia, Itamar Franco de Brasil, Patricio Aylwin de Chile, Gonzalo 
Sánchez de Lozada de Bolivia y Carlos Salinas de Gortari de México. 1993. Fotografía: AFP



3

Labradorxs de Agua

de 1980,… muchos países no consiguieron pagar 
su deuda.  Como resultado de esta crisis, la región 
sufrió tres años de declive y diez años de estanca-
miento, unos resultados tan pobres que llegó a co-
nocerse como la década perdida»2. 

A partir de la crisis de la deuda externa el Fondo 
Monetario Internacional (FMI) cobra una influen-
cia decisiva en el rumbo que debían asumir los paí-
ses endeudados. El FMI se transforma en garante 
de los cobros a los países acreedores y el mecanis-
mo que utiliza para entregar nuevos créditos es la 
firma de las llamadas «cartas de intención». Estas 
cartas son, en la práctica, condiciones y «recetas» 
para la conducción de las políticas económicas de 
los países deudores. 

Las cartas de intención no estaban encaminadas 
solamente a obtener excedentes financieros fis-
cales que garanticen el pago de los créditos, sino 
que empezaron a introducir reformas estructurales, 
pensadas por los organismos multilaterales para ser 
aplicadas en los países «en vías de desarrollo». Es 
cuando empieza a hablarse de los programas de es-
tabilización macro económica y, dentro de ellos, de 
las políticas de ajuste estructural,  mejor conocidas 
como «políticas neoliberales». 

La gran mayoría de países latinoamericanos adop-
tan estas políticas que proponían minimizar el papel 
del Estado. La fórmula era bastante sencilla: se se-
guían otorgando préstamos extranjeros a condición 
de que se privaticen los bienes nacionales a favor de 
empresas multinacionales. Esta fórmula no se limi-
tó solo a aspectos de la economía, sino a garantizar 
«derechos» a las inversiones multinacionales, inclu-
so sobre las normas legales nacionales, lo que impli-

2  Stiglitz Joseph, Cómo hacer que funcione la globalización. Ed. 
Taurus. Bogotá, 2006.

caba realizar cambios a sus marcos constitucionales 
y legales. No es casual, entonces, la gran cantidad de 
constituciones y leyes que pretendieron consolidar 
este modelo, entre los años 80 y 90.

De esta manera la banca multilateral, cuyas cabezas 
más visibles son el Banco Mundial (BM), el FMI  y 
el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), ase-
guraban los intereses del capital transnacional.  Por 
tanto, detrás de las políticas de ajuste estructural 
no solo estuvieron presentes criterios económicos, 
sino criterios ideológicos y políticos, que –por otro 
lado– exigían cambios en los marcos jurídicos.

Una investigación impulsada por el Presidente 
ecuatoriano Rafael Correa sobre el proceso de la 
deuda externa concluyó lo siguiente: «El proceso 
de endeudamiento del Ecuador, durante el período 
comprendido entre 1976 y 2006, desde la perspec-
tiva de una continuidad estructural, se desarrolló 
en beneficio del sector financiero y empresas trans-
nacionales, afectando visiblemente los intereses de 
la Nación.  Los condicionamientos impuestos y el 
pago de la deuda, limitaron los derechos funda-
mentales de personas y pueblos, profundizando la 
pobreza, aumentando la migración y deteriorando 
las condiciones ambientales»3. 

3  CAIC, Comisión para la Auditoría Integral del Crédito Público, 
Informe Final, Resumen Ejecutivo, Quito, 2008.

La gran mayoría de países 
latinoamericanos adoptan 

estas políticas que proponían 
minimizar el papel del 

Estado. 

Periódico Clarín. 1992. Argentina
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El fracaso de las políticas de ajuste estructural

En el caso de las políticas relacionadas con el agua, 
en América Latina las políticas  neoliberales produ-
jeron principalmente tres efectos:

En primer lugar, un debilitamiento de la capacidad 
del Estado para ejercer la gestión y el control de los 
recursos hídricos.  Este debilitamiento es el fruto 
de una serie de normas legales recomendadas por 
los organismos multilaterales que, emitidas a partir 
sobre todo de los años 90, se superponen e incluso 
se contradicen.  En estas normas, se insistió en las 
llamadas políticas de descentralización y privatiza-
ción, que dispersaron la gestión y el control de los 
recursos hídricos en una multiplicidad de institucio-

nes. El resultado: los Estados fueron desestructu-
rados y perdieron la capacidad de ejercer la gestión 
y el control sobre sus recursos hídricos.  Esto con-
sagró la tradicional ausencia estatal en este sector y 
que estas políticas se apliquen desconociendo a los 
sistemas comunitarios.

Este desconocimiento y amenaza al uso del agua 
de sistemas comunitarios fue el detonante para que 
en el año 2000 en Cochabamba estallara la “Guerra 
del Agua” contra las políticas públicas y los abusos 
de la empresa Aguas del Tunari (con participación 
mayoritaria de la transnacional Bechtel) y, poste-
riormente, el año 2004-2005, un conflicto similar 
en las ciudades de La Paz y El Alto, contra la em-
presa Aguas del Illimani (con la transnacional Suez 
como principal accionista). Este último conflicto 
develó los resultados reales de la gestión privada 
de este servicio básico: aproximadamente 200.000 
personas sin agua potable, un incremento tarifario 
de más del 19% además de su indexación al dólar, 
ganancia fija del 13% para la empresa, según con-
trato, que en los hechos se tradujo en una rentabi-
lidad de 45,6%.4

En segundo lugar, la apertura de un “mercado de 
aguas”.  Las mismas normas legales reconocieron 
y estimularon la participación de las empresas pri-
vadas en la prestación de servicios públicos rela-
cionados con el agua.  El caso de los servicios de 
abastecimiento de agua potable se convirtió en un 
mercado muy apetecible y muchas ciudades del 
continente cedieron la administración pública de 
sus servicios de agua potable y alcantarillado a em-
presas multinacionales europeas y norteamericanas. 

En tercer lugar, la consagración de una estructura 
inequitativa de distribución de los derechos de agua, 
tanto para consumo humano, como para irrigación.  
A partir de los años 90 los Estados redujeron los 
recursos dedicados a la inversión en agua potable y 
saneamiento y se fomentó que estos servicios sean 
asumidos por empresas multinacionales y privadas. 
En la mayoría de los casos las inversiones fueron 

4 Campanini Oscar, García Dennis; Luchas por el agua en los 
nuevos marcos normativos de Ecuador y Bolivia, 2012

Protestas contra la privatizaci’on del agua en 
Cochabamba. 2000. Fotografía: Coordinadora del agua
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hechas con recursos entregados por los organismos 
multilaterales con garantía de los propios Estados, 
minimizando el riesgo de las transnacionales y pri-
vados e incrementando el endeudamiento externo. 

Buena parte de esas inversiones fueron dirigidas 
a ciudades y barrios donde el servicio es rentable, 
donde la gente puede pagar por él. De esta mane-
ra los sectores rurales y periurbanos siguieron ex-
cluidos del servicio de agua potable y saneamiento 
básico. 

En cuanto a irrigación, los Estados  dejaron de in-
vertir en la construcción de sistemas de 
riego y no apoyaron a los sistemas 
comunitarios. En varios países 
de la región se impulsaron 
los llamados «procesos de 
transferencia a los usua-
rios», que implicaron 
la entrega de sistemas 
construidos por el 
Estado a los campesi-
nos, sin capacitación, 
sin recursos económi-
cos y sin planes pro-
ductivos sustentables. 
La transferencia fue el 
mecanismo a través del 
cuál el Estado se desen-
tendió del riego en países con 
evidente vocación agrícola. Por 
otro lado, la distribución inequitativa 
del agua, de la que siguen beneficiándose los 
grandes latifundios y empresas agrícolas, siguió in-
tocada.

Los efectos de las políticas neoliberales sobre los 
países más pobres del planeta han sido devastado-
res. Basta mencionar dos: se incrementó la brecha 
entre ricos y pobres; se dio paso a escandalosos 
procesos de corrupción (a modo de ejemplo se 
puede recordar los casos de la Argentina de Menem 
y del Perú de Fujimori).
El fracaso de las políticas neoliberales es reconoci-
do ahora por los propios organismos multilaterales 
y las organizaciones internacionales. La Organiza-

ción de Naciones Unidas en su Informe sobre De-
sarrollo Humano del año 2006 reconocía el fracaso 
de estas políticas privatizadoras: «Desde Argentina 
hasta Bolivia y desde Filipinas hasta Estados Uni-
dos, se ha demostrado que la convicción de que el 
sector privado ofrece una “fórmula mágica” para 
imponer la igualdad y la eficiencia necesarias para 
acelerar el progreso para lograr el objetivo de agua 
para todos era errónea… El sector del agua pre-
senta muchas de las características de un mono-
polio natural.  Al no existir una fuerte capacidad 
regulatoria para proteger el interés público a través 
de normas sobre el precio y la inversión, existe el 

riesgo de que se produzca un abuso mo-
nopolístico.»5 

El propio Banco Mundial 
admite el fracaso de es-

tas políticas: «El mode-
lo de participación del 
sector privado sufrió 
experiencias negati-
vas que levantaron 
dudas acerca de su 
aplicación universal. 
El desencanto de los 

dirigentes del sector 
agua y saneamiento con 

el sector privado se gestó 
por problemas ocurridos, 

por ejemplo: en Cochabam-
ba, Tucumán, y más adelante en 

Buenos Aires.  Además, con las es-
tructuras tarifarias impuestas al sector priva-

do, surgieron desde muy temprano dudas acerca del 
interés del sector privado de prestar servicios a los 
estratos más humildes de la población.»6

Por otro lado, muchos gobiernos, ante el fracaso de 
los servicios prestados por las multinacionales, de-
cidieron dejar sin efecto procesos de privatización 

5    PNUD, Más allá de la escasez: poder, pobreza y la crisis mun-
dial del agua; Informe sobre Desarrollo Humano 2006, Madrid, 
2006

6  Banco Mundial, Programa de Agua y Saneamiento, Evaluación 
de los operadores locales de pequeña escala de agua y saneamien-
to en el Perú, Lima, 2007.

Protestas contra la privatizaci’on 
del agua en Cochabamba. 2000. 

Fotografía, Coordinadora del agua
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impulsados en la década de los 90 y primeros años 
de este nuevo siglo: Maldonado en Uruguay, Bue-
nos Aires y Santa Fe en Argentina, Cochabamba y 
La Paz en Bolivia, Guayaquil en Ecuador, donde 
a la fecha (enero 2013) el municipio amenazó a la 
empresa con terminar el contrato si continúa sus 
incumplimientos. 

La consolidación de nuevos movimientos 
sociales

En el Informe de la Comisión que investigó la deu-
da externa en el Ecuador entre las conclusiones se 
menciona la siguiente: «Los créditos multilaterales 
establecieron condicionalidades que dieron lugar al 
debilitamiento del Estado y su capacidad de plani-
ficación, ajustes estructurales, procesos de desregu-
lación, privatizaciones y traslado de competencias 
al sector privado, perjudiciales a los intereses de la 
Nación, y siguiendo una matriz impuesta a los paí-
ses del Sur.  Esto generó inestabilidad política y continuos 
enfrentamientos de gobiernos con sectores sociales»7.  
Efectivamente, en la década de los 90 hubo una 
efervescencia de nuevos movimientos sociales (ya 

7  CAIC, Idem.

no solo obreros en lucha contra el capital indus-
trial). En México, Bolivia y Ecuador destacó níti-
damente la emergencia de un vigoroso movimien-
to indígena; pero también surgieron movimientos 
ecologistas, mujeres, cristianos comprometidos, 
activistas de derechos humanos, organizaciones de 
barrios peri-urbanos, usuarios del agua…  El eje de 
las luchas se desplazó de las demandas laborales y 
la modernización de la economía y el Estado, a la 
resistencia al impacto de las medidas neoliberales. 

La gran mayoría de estos nuevos movimientos so-
ciales encontraron en la resistencia y oposición a las 
políticas neoliberales su punto de articulación.  Mu-
chos se transformaron en poderosos movimientos 
sociales con perspectiva constituyente y se articula-
ron en un espacio de convergencia internacional de 
oposición a la mundialización neoliberal.

Expresión de estos movimientos fueron: el levanta-
miento zapatista de 1994 en México; el movimien-
to de trabajadores desocupados en la Argentina; las 
movilizaciones campesinas en Paraguay que provo-
caron la caída del presidente Cubas Grau en 1999; 
las movilizaciones sociales en Perú que significaron 
el fin del gobierno de Fujimori; las masivas movi-

Movilización de la CONAIE en los años 90 
Ecuador

Movimiento Zapatista, 1995. México
Fotografía: Cuartoscuro
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lizaciones del Movimiento de Trabajadores Rurales 
sin Tierra (MST) del Brasil, claves en la elección del 
presidente Lula; las masivas movilizaciones indíge-
nas de Ecuador y Bolivia, entre otras.  

En el Ecuador, el movimiento indígena, liderado 
por la Confederación de Organizaciones Indígenas 
del Ecuador (CONAIE) se constituyó como un 
poderoso actor social en los primeros años de la 
década del 90, con multitudinarios levantamientos 
nacionales y, posteriormente, en 1996, como actor 
político con la fundación del Movimiento Plurina-
cional Pachakutik – Nuevo País.  

En Bolivia el movimiento indígena cocalero se con-
solidó en la resistencia y se constituyó en la colum-
na vertebral de un movimiento político: Movimien-
to al Socialismo (MAS), que tiene como máximo 
líder a Evo Morales, dirigente cocalero aymara.  Las 
movilizaciones masivas de este nuevo bloque histó-
rico constituido en varios países de la región, tuvo 
un rol decisivo a lo largo de la década de los 90, lo-
grando detener muchas medidas de tipo neoliberal.  

En Ecuador durante la década del 90 varios levan-
tamientos nacionales contra medidas neoliberales 
paralizaron el país. Los movimientos indígenas y 
sociales fueron decisivos en el derrocamiento del 
gobierno de Bucaram en el 97; lograron incluir en 
la Constitución del 1998 algunas reivindicaciones 
sociales, étnicas y de género, pero no tuvieron la 
visión suficiente para cuestionar el modelo econó-
mico neoliberal subyacente en ella.  En este campo, 
la Constitución del 98 consolidó propuestas de tipo 
neoliberal y permitió, por ejemplo, la privatización 
del agua.   El punto más alto de los movimientos 
sociales del Ecuador, sin lugar a dudas, fue el 21 
de enero del 2000, cuando se derrocó al presidente 
Jamil Mahuad y se intentó cambiar los tres poderes 
del Estado.  

En Bolivia el movimiento cocalero protagonizó 
movilizaciones masivas y bloqueos durante toda la 
década del 90. En el 2000, la Coordinadora por la 
Defensa del Agua y la Vida, que reunió una diversa 
gama de organizaciones sociales,  con el apoyo del 
movimiento cocalero, protagonizó en la ciudad de 
Cochabamba la «Guerra del Agua», que expulsó a 
la multinacional Bechtel. En el 2003 se produjo un 
masivo levantamiento cuyo principal protagonista 
fue la Federación de Juntas Vecinales (FEJUVE) en 
las ciudades de El Alto y La Paz, conocida como 
la «Guerra del gas», que termina en octubre con la 
huida a Miami del presidente Gonzalo Sánchez de 
Lozada, cabeza visible de las políticas neoliberales.  
En el 2005 volvieron a protagonizar un multitudi-
nario levantamiento, esta vez en contra de la em-
presa «Aguas del Illimani», filial de la multinacional 
Suez, que terminó con la rescisión del contrato y, 
posteriormente, nuevas movilizaciones que provo-
can la renuncia del sucesor  de Sanchez de Lozada, 
Carlos Mesa Gilbert.
En Uruguay a partir de los procesos de privatiza-
ción del agua, se incrementaron las tarifas, aunque 
la calidad del agua era mala. Por otro lado, las mul-
tinacionales, suprimieron en los barrios populares 
los grifos públicos, donde se abastecía la gente de 
menores recursos. Esto provocó movilizaciones de 
vecinos y varios actos de protesta. En octubre del 
2002 se conformó la Comisión Nacional en Defen-
sa del Agua y la Vida (CNDAV) que agrupa una 

En estos movimientos sociales 
(...) se produjo un cambio en 
la visión de las formas en las 

que se ejerce el poder.  

Movilizaciones contra
 la venta de gas a EEUU, 2003. Boilivia. Fotograía: La Razón
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gran variedad de organizaciones sociales, que un 
año después, presentó al Parlamento cerca de 300 
mil firmas para exigir la realización de un plebisci-
to que reforme la Constitución y establezca que el 
agua es un derecho humano. El 31 de octubre del 
2004 la gente se volcó a las urnas y votó afirmativa-
mente por el cambio en la Constitución.

En síntesis: en la década del los 90 y principios del 
nuevo siglo aparece en América Latina un nuevo 
tipo de movimientos sociales en resistencia al im-
pacto de las políticas neoliberales. Estos nuevos 
movimientos sociales superan la vieja con-
tradicción manejada por la izquierda:  
obreros – capital industrial, sindi-
catos – empresas capitalistas. 
Emergen nítidamente los 
movimientos étnicos, so-
bre todo indígenas; pero 
también mujeres, mo-
vimientos LGBT, am-
plias capas de sectores 
medios, como grupos 
ecologistas; o un am-
plio sector de usuarios 
del agua, sobre todo 
de sectores rurales y pe-
riurbanos; o plataformas 
sociales especializadas en 
temáticas específicas… 

Todos estos movimientos vieron se-
riamente amenazadas sus bases de susten-
tación por las políticas neoliberales. Esto significó 
también una masiva sensibilización sobre la impor-
tancia de los recursos naturales, amenazados por 
las prácticas depredadoras, así como sobre la im-
portancia de un rol protagónico del Estado y de lo 
público, amenazado por las políticas privatizadoras 
que pretendieron reducir al Estado a su mínima ex-
presión y que el mercado lo regule todo. 

En estos movimientos sociales, parafraseando a 
Foucault8, se produjo un cambio en la visión de 

8 Foucault Michel, Un diálogo sobre el poder y otras conversacio-
nes, Alianza Editorial, Madrid, 1988, p.18

las formas en las que se ejerce el poder. Este se 
manifiesta no solo  como el aparato que reprime, 
oculta, impide,  sino –y sobre todo– del poder que 
penetra en todas las instancias de la sociedad para 
sacralizar la exclusión, la marginación, las diferen-
cias abismales entre pequeños grupos que lo tienen 
todo e inmensos sectores poblacionales en pobreza 
extrema, entre quienes derrochan el agua y quienes 
padecen de sed. 

Si alguna virtud tuvo el período neoliberal en Amé-
rica Latina fue permitir a las organizaciones socia-

les objetivar las formas del ejercicio del 
poder; establecer nuevos tipos de 

alianzas más inclusivas, más di-
versas, con una amplia gama 

de sectores sociales; y, 
sobre todo, proponerse 
mecanismos para ejer-
cer el poder. De ahí 
que en este período 
se conforman mo-
vimientos y plata-
formas políticas con 
el objetivo claro de 
participar en proce-

sos electorales. 

La llegada al poder de 
gobiernos progresistas

La inequidad intolerable producto 
de las políticas neoliberales y la emer-

gencia de organizaciones sociales de nuevo tipo en 
América Latina son las razones fundamentales para 
que los pueblos elijan en los últimos años presiden-
tes que proponen, con distintos matices, que otra 
sociedad es posible: Brasil, Paraguay, Uruguay, Chi-
le, Argentina, Bolivia, Ecuador, Venezuela, Nicara-
gua, Honduras, El Salvador apostaron por salidas 
diferentes. 
El hecho de que Ecuador y Bolivia hayan aproba-
do nuevas constituciones y en ellas se establezca 
claramente que el agua es un derecho humano, es 
el resultado de un acumulado histórico que lleva al 
poder a Rafael Correa y a Evo Morales. Los dos 
en sus campañas ofrecieron convocar a Asambleas 

Presidentes de Ecuador y Bolivia., 
Rafael Correa y Evo Morales. 2012.

Fotografía  Wikimedia Commons
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Constituyentes para refundar sus países, lo que su-
ponía aprobar nuevas constituciones que recojan 
la pluralidad, la plurinacionalidad, eliminar las ex-
clusiones, recuperar la soberanía nacional, estable-
cer un reparto equitativo de la riqueza.  Los dos 
candidatos, a su manera, prometieron “salir de la 
larga noche neoliberal”, como lo expresó Correa. 
Los dos candidatos tuvieron como aliados estraté-
gicos a juntas de regantes y sistemas comunitarios 
de agua de consumo, los marginados del agua, que 
significan una importante masa electoral. En sus 
programas de gobierno y en las concentraciones 
políticas el agua apareció como un aspecto estraté-
gico de sus futuros gobiernos. Evo Morales vence 
en las elecciones de diciembre de 2005  y Rafael 
Correa en las elecciones en noviembre de 2006.
La gran popularidad de sus gobiernos permitió que 
ganaran abrumadoramente en las elecciones para 
asambleístas.  De esa manera aseguraron que en las 

Asambleas Constituyentes se impongan las postu-
ras de cambio. Los procesos no han sido sencillos, 
los paradigmas de las sociedades deseadas no son 
los mismos, ni dentro de los bloques de los propios 
gobiernos. Sin embargo, ello no ha sido obstáculo 
para que en los referéndums en los que se sometió 
a aprobación las constituciones de Ecuador y Bo-
livia, estas hayan sido aprobadas por abrumadoras 
mayorías.

Labradorxs de Agua
Campaña de visibilización de la gestión comunitaria 

del agua en Latinoamérica

¡Difunde! y ¡Comparte!

#LabradorxsdeAgua
Web: www.plataformaapc.org/
Facebook: Plataforma de Acuerdos Público 
Comunitarios de Las Américas - PAPC


	_GoBack

